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 6760 RESOLUCIÓN de 27 de marzo de 2006, de la Secretaría de 
Estado de Universidades e Investigación, por la que se 
conceden becas predoctorales de formación de personal 
investigador.

Cumplidos los tramites establecidos en la Orden ECI/4484/2004, de 29 
de diciembre (BOE del 14 de enero de 2005) del Ministerio de Educación 
y Ciencia, que establece las bases y hace pública la convocatoria de becas 
Predoctorales de Formación de Personal Investigador (FPI), en el marco 
del Programa Nacional de Potenciación de Recursos Humanos del Plan 
Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnoló-
gica 2004-2007, he resuelto:

Primero.–Conceder, con efectos de 1 de abril de 2006 y por un período 
de 48 meses, las becas Predoctorales de Formación de Personal Investiga-
dor (FPI) que se relacionan en el Anexo I de la presente Resolución, de 
acuerdo con lo establecido en el apartado Decimosexto de la mencionada 
Orden de convocatoria.

Segundo.–La dotación mensual bruta de estas becas será de 1.100,00 
euros, financiadas con cargo a la aplicación presupuestaria 18.08.463B.783 
y, en su caso, con las aportaciones procedentes del Fondo Social Europeo.

Tercero.–La incorporación al centro de investigación de estos beca-
rios, deberá producirse en el plazo máximo de 15 días naturales a partir 
del día siguiente al de la publicación de esta resolución en la página web 
del Ministerio de Educación y Ciencia (www.mec.es/ciencia/becasfpi)

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
cabe interponer ante esta Secretaría de Estado, en el plazo de un mes, 
recurso potestativo de reposición, al amparo de los artículos 116 y 117 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modifi-
cada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Asimismo, en el plazo de dos 
meses, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, con-
forme a lo establecido en el artículo 11.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio. 
Dicho recurso no podrá ser interpuesto hasta que el anterior recurso 
potestativo de reposición sea resuelto expresamente o se haya producido 
la desestimación presunta.

Madrid, 27 de marzo de 2006.–El Secretario de Estado, P. D. (Orden 
ECI/87/2005, de 14 de enero), la Directora general de Investigación, Vio-
leta Demonte Barreto.

Sr. Subdirector General de Formación y Movilidad de Personal Investigador. 

ANEXO I

Concesiones

N.º 
de 

orden
Apellidos y nombre Proyecto al que se 

adscribe la beca
Referencia 
de la beca

1 Fernández Rodríguez, 
María José.

CTQ2004-05396 BES-2005-7049

2 Hernández Lledó, Encarna-
ción Isa.

CTM2004-03056 BES-2005-7100

3 Pérez Medialdea, David. TIC2003-09212-C02-02 BES-2005-7945
4 Vicente Tomas, Milagros. AGL2004-00650 BES-2005-7966

 6761 RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2006, de la Dirección 
General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por 
la que se publica el Convenio y Adenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía para la aplicación de diver-
sos programas de apoyo a centros de educación primaria 
y educación secundaria (Plan Proa).

El Ministerio de Educación y Ciencia y la Consejería de Educación 
de la Junta de Andalucía han suscrito un Convenio de colaboración 
para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de edu-
cación primaria y educación secundaria (plan proa), así como 
Adenda al mismo Convenio, por lo que, en cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 8.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y el Acuerdo de Consejo de Ministros 

de 2 de marzo de 1990, procede la publicación, en el Boletín Oficial 
del Estado, de dicho Convenio.

Madrid, 2 de febrero de 2006.–La Directora General, María Antonia 
Ozcariz Rubio.

CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE EL MINISTERIO DE EDU-
CACIÓN Y CIENCIA Y LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALU-
CIA PARA LA APLICACIÓN DE DIVERSOS PROGRAMAS DE 
APOYO A CENTROS DE EDUCACIÓN PRIMARIA Y EDUCACIÓN 

SECUNDARIA (PLAN PROA)

En Madrid, a 1 de diciembre de 2005.

REUNIDOS

De un parte la Sra. D.ª M.ª Jesús San Segundo Gómez de Cadiñanos, 
como Ministra de Educación y Ciencia, nombrada por Real Decreto 558/
2004 de 17 de abril (B.O.E. n.º 94 de 18 de abril de 2004), en nombre y 
representación de la Administración General del Estado.

De otra parte, la Sra. D.ª Cándida Martínez López, como Consejera de 
Educación de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en virtud del nom-
bramiento efectuado por el Decreto del Presidente 12/2004, de 24 de abril, 
por el que se designan los Consejeros y Consejeras de la Junta de Andalu-
cía, (BOJA Extraordinario n.º 3 de 25 de abril de 2004).

EXPONEN

1.º Que el artículo 27 de la Constitución Española establece el dere-
cho de todos a la educación y asigna a los poderes públicos la obligación 
de garantizar este derecho. Actualmente este derecho a la educación solo 
puede entenderse en el sentido de que la educación que reciben los niños 
y jóvenes ha de alcanzar unos niveles altos de calidad, independiente-
mente de las condiciones sociales, culturales y económicas de la familia y 
del entorno.

2.º Que el Estatuto de Autonomía de Andalucía en su artículo 19 
establece que corresponde a la Comunidad Autónoma la regulación y 
administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, 
modalidades y especialidades en el ámbito de sus competencias, sin per-
juicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgáni-
cas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarro-
llen; de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 
del artículo 149 de la Constitución y de la alta inspección necesaria para 
su cumplimiento y garantía.

3.º Que el artículo 14.1 de la Ley 9/1999, de 18 de noviembre, de Solida-
ridad en la Educación (BOJA n.º 140, de 2 de diciembre) establece que la 
Consejería de Educación garantizará que los centros incluyan en sus pro-
yectos medidas de compensación educativa que posibiliten la integración 
social, la normalización educativa y la reducción del desfase escolar.

4.º Que la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 
Educación, en su artículo 6, establece que el Estado, en colaboración con 
las Comunidades Autónomas, promoverá programas de cooperación 
territorial orientados a objetivos educativos de interés general. Estos 
programas serán desarrollados y gestionados por el Ministerio de Educa-
ción y Ciencia, y por las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus 
respectivas competencias, mediante los convenios que, a estos efectos, se 
suscriban.

Asimismo, el apartado 2 del artículo 40 de esa misma Ley establece 
que el Estado podrá impulsar, mediante convenios con las Comunidades 
Autónomas, actuaciones preferentes orientadas al logro efectivo de sus 
metas y objetivos en materia de igualdad de oportunidades y de compen-
sación en educación.

5.º Que ambas partes coinciden en el objetivo de afrontar, desde una 
perspectiva inclusiva, la situación de centros que reciben a un alumnado 
en situación de desventaja educativa asociada a un entorno sociocultural 
deficitario, con el que los recursos ordinarios se muestran insuficientes y 
necesitan mecanismos de compensación.

Asimismo, ambas partes coinciden en que se contribuirá a mejorar los 
resultados de esos centros a través de Programas de refuerzo o de acom-
pañamiento escolar a centros de Primaria y Secundaria, y de un Programa 
de apoyo a centros de Secundaria con actuaciones que tengan por finali-
dad la mejora en la cantidad y calidad de los aprendizajes, la integración 
escolar de los alumnos, la participación de las familias y las posibilidades 
educativas del entorno del centro.

6.º Y que para poder realizar dichas acciones se requiere una aporta-
ción suplementaria de recursos, a la vez que se propician formas de orga-
nización interna de los centros que puedan favorecer nuevas estrategias 
para afrontar una situación educativa difícil.

Consecuentemente, el Ministerio de Educación y Ciencia y la Conseje-
ría de Educación, previa aprobación de la Comisión Delegada del 


